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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 

Comparece ante nos el señor Alexander Castro Acosta 

(Castro Acosta), y nos solicita que dejemos sin efecto la 

Sentencia dictada en su contra por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Humacao, el 18 de mayo de 2015.  En el 

aludido pronunciamiento, el foro primario le impuso una pena total 

de 81 años de cárcel, por infracciones al Artículo 199 del Código 

Penal, 33 LPRA sec. 4827, e infracciones a los Artículos 5.04, 

5.05 y 5.15  de la Ley de Armas, 25 LPRA secs. 458(c), (d) y (n). 

Por los fundamentos que discutiremos a continuación, se 

confirma el dictamen apelado, no sin antes discutir el trasfondo 

procesal del caso. 
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I 

Por hechos ocurridos el 23 de agosto de 2010, el Ministerio 

Público presentó sendas acusaciones en contra de Castro 

Acosta.  El Ministerio Público afirmó que este último penetró en la 

residencia de la familia Alago Velázquez en el Municipio de Las 

Piedras. Según detalló el Ministerio Público, Castro Acosta 

penetró dicha residencia con su rostro cubierto y armado. 

Además, sostuvo que Castro Acosta cometió los delitos en 

compañía de otro individuo, quien también tenía su rostro 

cubierto y portaba un arma blanca.  

Según alegó el Ministerio Público, Castro Acosta apuntó 

con su arma e intimidó a Michael Alago Traina; a su esposa, 

Sandra Velázquez Soto, y a sus dos hijos menores de edad, 

Michael Anthony Alago Velázquez; Karla Crystal Alago 

Velázquez, durante el referido robo domiciliario. Además, el 

Ministerio Público afirmó que durante dicho robo domiciliario, 

Castro Acosta y su acompañante se apropiaron de dinero en 

efectivo; de una consola de juegos “Play Station”; de prendas; 

llaves de la residencia, y otros artículos.  

Desgraciadamente, el señor Michael Alago Traina, quien 

había sido previamente víctima de otros robos, falleció al día 

siguiente de los hechos. Es decir, murió el 24 de agosto de 2010. 

No obstante, previo a su muerte, le indicó a la Policía de Puerto 

Rico que el asaltante que tenía el arma tenía frenillo al hablar
1
. 

No obstante, la señora Sandra Velázquez Soto (Velázquez Soto), 

no le brindó dicha información al agente Maldonado Velázquez
2
.  

                                                 
1
 Véase, la página 296 de la transcripción de la prueba oral de la continuación de la vista 
en su fondo del 2 de marzo de 2015. 

2
 Id. 
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El 24 de agosto de 2010, la Policía asignó al agente José 

Maldonado Velázquez (Maldonado Velázquez), para que 

investigara los hechos del caso. Según la información recopilada 

a través de su investigación, el agente Maldonado Velázquez 

realizó un “line up” de voz, en la cual participó Castro Acosta.  

Como resultado de la misma, tanto la señora Velázquez Soto 

como Karla Crystal Alago Velázquez (Karla Alago) identificaron a 

Castro Acosta como el asaltante que portaba el arma. El joven 

Michael Anthony Alago Velázquez (Michael Alago) no identificó a 

nadie en dicho “line up” de voz. Ni Velázquez Soto, ni Karla Alago 

ni Michael Alago vieron a los integrantes de la rueda de 

identificación. A raíz de la identificación de Castro Acosta, el 

Ministerio Público presentó acusación por infracciones a los Arts. 

106 y 199 del Código Penal, 33 LPRA secs. 4734, 4827, y por 

infracciones a los Arts. 5.04, 5.05 y 5.15 de la Ley de Armas, Ley 

404-2000, 25 LPRA sec. 458c, 458d y 458n. Oportunamente, el 

peticionario presentó una solicitud de supresión de identificación 

mediante rueda de voz. El foro primario denegó la misma, sin la 

celebración de una vista previa. En desacuerdo con dicho 

dictamen, Castro Acosta acudió ante nos en el caso 

KLCE20111642.  Otro panel de este Tribunal dictó una 

Resolución el 30 de enero de 2012, en la cual denegó expedir el 

recurso en cuestión. 

Tras los trámites de rigor, el juicio en contra de Castro 

Acosta se celebró los días 23, 24, 25 y 26 de febrero de 2015, y 2 

y 4 de marzo de 2015, por Tribunal de Derecho. El Ministerio 

Público ofreció los testimonios de las víctimas a saber: la señora 

Velázquez Soto; el joven Michael Alago, y la joven Karla Alago. El 
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agente Maldonado Velázquez también testificó por parte del 

Ministerio Público. 

Tras los trámites de rigor y tras aquilatar la prueba que tuvo 

ante sí, el 4 de marzo de 2015, el foro de origen declaró culpable 

a Castro Acosta por infracciones al Artículo 199 del Código Penal, 

33 LPRA sec. 4827, y por infracciones a los Arts. 5.04, 5.05 y 

5.15 de la Ley de Armas, Ley 404-2000, según enmendada, 25 

LPRA sec. 458c; 458d y 458n. Inconforme con lo anterior, Castro 

Acosta presentó una reconsideración, la cual fue declarada No 

Ha Lugar en corte abierta el 14 de mayo de 2015.  

De conformidad con lo anterior, el 18 de mayo de 2015, el 

foro primario sentenció al apelante a cumplir una pena de cárcel 

de 81 años en total, distribuidos de la siguiente forma:  

 Por los cargos de robo se impuso una pena fija de 
20 años más la pena agregada de 5 años, para un 
total de 25 años, a cumplirse de forma concurrente 
en cada uno de los respectivos cargos. 

 Por los cargos de violación al artículo 5.04 de la 
Ley de Armas, se le impuso una pena de 5 años, 
que por disposición del artículo 7.03 de la Ley de 
Armas se duplicó a 10 años. 

 Por los cargos de violación al artículo 5.05 de la 
Ley de Armas, se le impuso una pena de 3 años, 
que en virtud del Artículo 7.03 de dicha Ley se 
duplicaron a 6 años. 

 Por los cargos de violación al artículo 5.15 de la 
Ley de Armas, se le impuso una pena de 5 años en 
cada uno de los cargos, para un total de 20 años 
que se duplicaron a 40 años, al amparo del Artículo 
7.03 de la Ley de Armas. 

 
 De igual forma, el foro primario dispuso que los cargos que 

le fueron imputados por las infracciones a los Artículos 5.04, 5.05 

y 5.15 de la Ley de Armas se cumplirían consecutivos entre sí y 

consecutivos con las penas impuestas por violación al Artículo 

199 del Código Penal. Finalmente, el juzgador de hechos le 

impuso el pago de $300.00 en cada cargo, correspondientes al 
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pago de la pena especial de la Ley 183-1998, según enmendada, 

infra. 

Aún en desacuerdo con lo anterior, Castro Acosta acudió 

ante nos y le imputó al foro primario haber errado de la siguiente 

forma: 

1. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

declarar culpable al apelante de los delitos imputados 

porque de la prueba desfilada no surgen todos los 

elementos constitutivos del delito. 

2. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia el [sic] 

declarar culpable al apelante de los delitos imputados 

porque de la prueba presentada por el Ministerio 

Público la misma era insuficiente para establecer más 

allá de duda razonable que el apelante haya cometido 

dichos delitos.  

3. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

declarar culpable al apelante cuando la prueba 

desfilada no rebatió la presunción de inocencia que 

cobija al apelante.  

4. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

utilizar el estándar de prueba incorrecto para evaluar la 

prueba de cargo y emitir un fallo de culpabilidad en 

contra del apelante[.]  

5. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia como 

cuestión de derecho al determinar que la identificación 

de voz del señor Alexander Castro Acosta es 

jurídicamente confiable.  

6. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia como 

cuestión de derecho al determinar que la identificación 

del señor Alexander Castro Acosta satisface las 

exigencias reglamentarias y legales para su validez 

sobre identificación de voz y las exigencias sobre la 

confiablidad de la misma[.]  

7. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia como 

cuestión de derecho al determinar que la prueba de 

cargo establece más allá de duda razonable la 

culpabilidad del apelante.  

8. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia como 

cuestión de derecho al declarar culpable al joven 

Alexander Castro Acosta con una investigación del 

Estado no adecuada que viola los derechos 

constitucionales del apelante e incide en su inocencia 

y el descubrimiento de prueba exculpatoria.  

9. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, como 

cuestión de derecho al determinar que la prueba de 
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cargo probó más allá de duda razonable los elementos 

que tipifican los delitos estatuido en el [sic] Artículos 

5.04, 5.05 y 5.15 de la Ley de Armas.  

10. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

otorgar credibilidad a la prueba testifical de cargo 

incongruente y mutuamente excluyente. 

11. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, como 

cuestión de derecho al imponer las sentencias contra 

el señor Alexander Castro Acosta de manera 

consecutiva.  

12. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, al 

duplicar las penas por infringir la Ley de Armas, pues 

la imposición de una pena duplicada al palio del 

Artículo 7.03 de la Ley de Armas es inconstitucional al 

amparo de la determinación del Tribunal Supremo de 

los Estados Unidos en Cunningham vs California, 

549 U.S. 270 (207) [sic]. 

13. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia como 

cuestión de derecho en su alocución final denotando 

parcialidad en su adjudicación de la prueba. 

14. Los derechos constitucionales y estatutarios del 

apelante fueron transgredidos por el Estado a tal grado 

que la suma acumulativa de todos los errores 

manifiestos en la etapa de procesamiento y convicción 

amerita la concesión de un nuevo juicio.  

 
Con el beneficio de la comparecencia de la Oficina de la 

Procuradora General, en representación del Pueblo de Puerto 

Rico, procedemos a exponer la norma aplicable al caso. 

II 

A 
 

Toda persona acusada de delito tiene como derecho 

fundamental la presunción de inocencia. Este derecho está 

consagrado en el Artículo II, Sección 11, de nuestra Constitución, 

que dispone que “[e]n todos los procesos criminales, el acusado 

disfrutará del derecho… a gozar de la presunción de inocencia.” 1 

LPRA Art. II, Sec. 11. Además de su naturaleza constitucional, 

nuestro esquema procesal penal reconoce la presunción de 

inocencia, específicamente en la Regla 110 de Procedimiento 
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Criminal, “[e]n todo proceso criminal, se presumirá inocente el 

acusado mientras no se probare lo contrario y en todo caso, de 

existir duda razonable acerca de su culpabilidad, se le absolverá.” 

34 LPRA Ap. II, R. 110. De igual forma, la presunción de 

inocencia constituye uno de los imperativos del debido proceso 

de ley en su vertiente sustantiva. Pueblo v. Irizarry, 156 DPR 780, 

786 (2002); Pueblo v. León Martínez, 132 DPR 746, 764 (1993). 

La presunción de inocencia permite que el acusado 

descanse en ella durante todas las etapas del proceso en primera 

instancia sin tener la obligación de aportar prueba para 

defenderse. Pueblo v. Irizarry, supra, a la pág. 787; Pueblo v. 

Bigio Pastrana, 116 DPR 748, 760-761 (1985). Compete al 

Estado, por medio del Ministerio Público, presentar evidencia y 

cumplir con la carga de la prueba para establecer todos los 

elementos del delito, la intención o negligencia criminal en su 

comisión y la conexión de la persona acusada con los hechos, 

más allá de duda razonable. Véase, Pueblo v. Acevedo Estrada, 

150 DPR 84, 99 (2000); Pueblo v. Bigio Pastrana, supra.  

Al descargar tal obligación no basta con que el Estado 

presente prueba que verse sólo sobre los elementos del delito, 

sino que dicha prueba tiene que ser satisfactoria, es decir, “que 

produzca certeza o convicción moral en una conciencia exenta de 

preocupación o en un ánimo no prevenido.” Pueblo v. Irizarry, 

supra, a la pág. 787; Pueblo v. Acevedo Estrada, supra, a las 

págs. 99-100; Pueblo v. Rosaly Soto, 128 DPR 729 (1991); 

Pueblo v. Cabán Torres, 117 DPR 645, 652 (1986); Pueblo v. 

Carrasquillo Carrasquillo, 102 DPR 545, 552 (1974). El riguroso 

quantum establecido de “más allá de duda razonable” responde 
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precisamente al valor y alta estima de la presunción de inocencia, 

que exige tal calidad de la prueba para poder derrotarla. 

Ahora bien, la duda razonable no exige precisión y certeza 

matemática. Consiste más bien de una duda fundada, producto 

del raciocinio y consideración de todos los elementos de juicio 

envueltos. Pueblo v. Bigio Pastrana, supra, a la pág. 761. No es 

una duda hija de la especulación e imaginación, pero tampoco es 

cualquier duda posible. Id. La duda razonable que justifica la 

absolución del acusado es “el resultado de la consideración 

serena, justa e imparcial de la totalidad de la evidencia del caso o 

de la falta de suficiente prueba en apoyo de la acusación.” Pueblo 

v. Irizarry, supra, a la pág. 788. En fin, la duda razonable no es 

otra cosa que “la insatisfacción de la conciencia del juzgador con 

la prueba presentada.” Id.; véase, también, Pueblo v. Santiago 

Collazo, 176 DPR 133 (2009). 

Por otra parte, es norma reiterada que la apreciación que 

hace un juzgador de los hechos y de la prueba desfilada en el 

juicio es una cuestión mixta de hecho y de derecho, por lo que la 

determinación de culpabilidad del acusado es revisable en 

apelación como cuestión de derecho. Pueblo v. González Román, 

138 DPR 691, 708 (1995); Pueblo en interés del menor F.S.C., 

128 DPR 931, 942 (1991). Esto es así ya que el análisis de la 

prueba que se lleva a cabo, “pone en movimiento, además de la 

experiencia del juzgador, su conocimiento del Derecho para así 

llegar a una solución justa de la controversia.” Pueblo v. 

Carrasquillo Carrasquillo, supra, a la pág. 552; Pueblo v. Cabán 

Torres, supra, pág. 653. Además, tal apreciación incide sobre la 

suficiencia de la prueba, capaz de derrotar la presunción de 
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inocencia, lo que convierte este asunto en uno esencialmente de 

derecho. Nuestro Tribunal Supremo ha enfatizado en repetidas 

ocasiones que la valoración y peso que el juzgador de los hechos 

le imparte a la prueba y a los testimonios presentados ante sí 

merecen respeto y confiabilidad por parte del foro apelativo. 

Véase, Pueblo v. Maisonave Rodríguez, 129 DPR 49, 62-63 

(1991); Pueblo v. Carrasquillo Carrasquillo, supra, a la pág. 551. 

Como corolario de lo anterior, salvo que se demuestre la 

presencia de error manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad, el 

foro apelativo no debe intervenir con la evaluación de la prueba 

hecha por el juzgador de hechos. Pueblo v. Acevedo Estrada, 

supra, a las págs. 98-99; Pueblo v. Rodríguez Román, 128 DPR 

121, 128 (1991).  

No obstante, el foro apelativo podrá intervenir con tal 

apreciación cuando de una evaluación minuciosa surjan “serias 

dudas, razonables y fundadas, sobre la culpabilidad del acusado.” 

Pueblo v. Carrasquillo Carrasquillo, supra, a la pág. 551. Ante la 

inconformidad que crea la duda razonable, los tribunales 

apelativos, aunque no están en la misma posición de apreciar la 

credibilidad de los testigos, sí tienen, al igual que el foro apelado, 

“no sólo el derecho sino el deber de tener la conciencia tranquila 

y libre de preocupación.” Pueblo v. Irizarry, supra, a la pág. 790; 

Pueblo v. Carrasquillo Carrasquillo, supra, a la pág. 552. 

Por lo tanto, el Tribunal de Primera Instancia está en mejor 

posición para aquilatar la prueba testifical que ante sí se 

presenta, ya que es quien tiene ante sí a los testigos cuando 

declaran. E.L.A. v. P.M.C., 163 DPR 478 (2004) y Argüello v. 

Argüello, 155 DPR 62 (2001). Es el juzgador de hechos quien 
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goza del privilegio al poder apreciar el comportamiento del testigo 

(“demeanor”), lo cual le permite determinar si le merece 

credibilidad o no. López v. Dr. Cañizares, 163 DPR 119 (2004). 

Ahora bien, la normativa antes expuesta no es de carácter 

absoluto. El criterio de deferencia no se justifica cuando el 

tribunal revisado considera, solamente, prueba documental o 

pericial. E.L.A. v. P.M.C., supra. 

Por otro lado, y como es sabido, las Reglas de Evidencia 

permiten que un hecho pueda probarse mediante evidencia 

directa o evidencia indirecta o circunstancial. De acuerdo a la 

Regla 110 (h) de Evidencia, 32 LPRA Ap. IV, R.110 (h), la 

evidencia directa es aquella que prueba el hecho en controversia 

sin que medie inferencia o presunción alguna, y que de ser cierta 

demuestra el hecho de modo concluyente. Cónsono con lo 

anterior y en lo que respecta a la prueba testifical, la evidencia 

directa de un testigo que merezca entero crédito es prueba 

suficiente de cualquier hecho, salvo que por ley otra cosa se 

disponga. 32 LPRA Ap. IV, R.110 (d). Por consiguiente, el 

testimonio de un solo testigo al que el tribunal le otorgue entero 

crédito podría derrotar la presunción de inocencia. 

La evidencia circunstancial, por su parte, es aquella que 

tiende a demostrar el hecho en controversia probando otro 

distinto, del cual –en unión a otros hechos ya establecidos- puede 

razonablemente inferirse el hecho en controversia. Colón 

González v. Tiendas Kmart, 154 DPR 510, 1484-1485 (2001). 

Nuestro Tribunal Supremo ha resuelto que la prueba 

circunstancial es tan suficiente como la prueba directa para 

probar cualquier hecho, incluso para sostener una sentencia 
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criminal. Admor. F.S.E. v. Almacén Ramón Rosa, 151 DPR 711 

(2000); Pueblo v. Carrasquillo Carrasquillo, supra, a la pág. 545. 

También es una doctrina claramente establecida que las 

contradicciones incurridas por un testigo sobre detalles de los 

hechos no impiden que el tribunal sentenciador le dé crédito a su 

testimonio, cuando nada increíble o improbable surge de este. 

Pueblo v. Chévere Heredia, 139 DPR 1, 20 (1995); Pueblo v. 

Rodríguez Román, supra, pág. 129; Pueblo v. Rivera Robles, 121 

DPR 858, 865 (1988). En este sentido, el Tribunal Supremo ha 

manifestado que “no existe el testimonio perfecto”, el cual de 

ordinario, en lugar de ser indicativo de veracidad, es altamente 

sospechoso por cuanto, por lo general, es producto de la 

fabricación”. Pueblo v. Cabán Torres, supra, pág. 656.  De igual 

forma, ha expresado que la existencia de meras inconsistencias 

en una declaración no exige su rechazo automático. Pueblo v. 

Burgos Hernández, 113 DPR 834, 841 (1983). 

B 

La identificación de los acusados es una etapa esencial en 

el procedimiento criminal ya que no puede subsistir una condena 

sin prueba que señale al imputado como la persona que cometió 

los hechos delictivos. Pueblo v. Mejías Ortiz, 160 DPR 86 (2003). 

Someter a juicio y condenar a la persona incorrecta representa la 

peor de las injusticias de un sistema judicial. Ahora bien, el 

Estado puede valerse de varias formas para identificar a los 

sospechosos relacionados con un delito bajo investigación. Entre 

ellos están la rueda de detenidos o sospechosos, “line-up” o 

fotografías, ampliamente usadas en nuestra jurisdicción. 
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En nuestro ordenamiento procesal penal la identificación 

anterior al juicio de un posible autor de un acto delictivo está 

regulada por la Regla 252.1 de Procedimiento Criminal, que versa 

sobre la rueda de detenidos (“line up”). 34 LPRA, Ap. II, R. 252.1. 

Desde la aprobación misma de la Regla 252 de Procedimiento 

Criminal, el Tribunal Supremo ha concebido la rueda de 

detenidos como un instrumento en reserva para utilizarse cuando 

no haya prueba categórica con relación a la identidad del autor o 

coautor del delito. Ernesto L. Chiesa, Derecho Procesal Penal de 

Puerto Rico y Estados Unidos, Ed. Forum (1991) Vol. I, Sección 

5.2, pág. 223. Véase además, Pueblo v. Suárez, 103 DPR 10, 19 

(1974). 

Además, las normas establecidas en la Regla 252 de 

Procedimiento Criminal, tanto para la identificación por rueda de 

detenidos como por fotografías, “no se aplican estrictamente, sino 

con gran flexibilidad. […] El elemento individual de sugestividad o 

de violación de alguna disposición de la regla tiene poca 

consecuencia. Lo decisivo es examinar el proceso de 

identificación antes del juicio en su totalidad, considerando todas 

las circunstancias envueltas”. Ernesto L. Chiesa, Derecho 

Procesal Penal de Puerto Rico y Estados Unidos, Ed. Forum 

(1991) Vol. I, Sección 5.2, pág. 242. 

Por otro lado, el Estado puede valerse de otras formas para 

identificar a los sospechosos relacionados con el delito 

investigado. Pueblo v. Ramos y Álvarez, 122 DPR 287, 310 

(1988). Así pues, nuestro más Alto Foro se ha expresado en 

torno a la rueda de identificación de voz.  En Pueblo v. 

Hernández González, 175 DPR 274 (2009), el Tribunal Supremo 
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estableció que dicho modo de identificación debe utilizarse en 

circunstancias extraordinarias en las cuales los testigos 

verdaderamente lo necesiten o no haya otro modo de 

identificación. Id., a la página 308. Igualmente, se determinó que 

en dicha rueda de identificación por voz debe haber al menos 

cinco (5) participantes; los testigos no pueden ver los 

componentes de la rueda; los testigos no pueden comunicarse 

entre ellos durante la rueda; las voces elegidas deben tener 

características similares; debe grabarse las voces de los 

participantes; se debe evitar el uso de palabras o sonidos 

utilizados durante la comisión del crimen, y en la medida de lo 

posible, se debe utilizar cualquier pieza de ropa o aparato que 

pueda alterar la voz de los participantes. Id., a la página 309.  

Por lo tanto, lo importante no es el método utilizado en la 

identificación, sino que la misma sea: (1) libre, espontánea y 

confiable; y, (2) en el curso de esta no ocurrieran irregularidades 

que afectasen irremediablemente derechos sustanciales del 

acusado. Pueblo v. Rosso Vázquez, Id; Pueblo v. Torres Rivera, 

137 DPR 630 (1994). Utilizando la identificación extrajudicial, la 

judicial o ambas, a la luz de la totalidad de las circunstancias, se 

puede sostener una identificación jurídicamente válida. Pueblo v. 

Rodríguez Román, supra a la pág. 127-128 (1991). Ello es así 

porque la validez de la identificación llevada a cabo debe 

resolverse al amparo de los hechos y circunstancias particulares 

del caso; esto es, a base del criterio de la totalidad de las 

circunstancias. Pueblo v. Robledo, 127 DPR 964 (1991). 

Si la identificación del acusado no es confiable, no será 

admitida en evidencia, ya que involucra una violación al debido 
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proceso de ley. La sugestión no es excluyente de la rueda de 

identificación; el Jurado y el Juez tienen la labor de determinar su 

confiablidad. Pueblo v. Mattei Torres, 121 DPR 600 (1988). La 

conclusión del juzgador de hechos sobre la suficiencia de prueba 

confiable, para la identificación de un acusado tiene todo el 

respeto y validez que en apelación se extiende a las 

determinaciones de hecho. Pueblo v. Peterson Pietersz, 107 DPR 

172 (1978); Pueblo v. Ortiz Pérez, supra. Únicamente en 

ausencia de prueba o prueba no confiable se sustituirán en 

alzada las determinaciones del Juez de instancia en cuanto a la 

identificación del acusado. Pueblo v. Suárez Sánchez, 103 DPR 

10 (1974). 

Incluso, es válida aquella identificación de un acusado 

realizada durante el juicio, aun cuando la identificación previa 

efectuada durante la etapa investigativa resultare inadmisible, 

siempre y cuando la identificación posterior no dependa ni sea el 

producto de la sugestión. Pueblo v. Mattei, supra; Pueblo v. 

Torres Rivera, supra. Es decir, la norma vigente hace depender la 

confiablidad de la identificación de la totalidad de las 

circunstancias, aun cuando el procedimiento de identificación 

haya sido sugestivo. Pueblo v. Peterson Pietersz, supra. 

C 
En cuanto al delito de robo agravado, delito por el cual fue 

sentenciado el apelante, el Artículo 199 del Código Penal de 

2004, 33 LPRA sec. 4827, dispone como sigue:  

Cuando para cometer el delito de robo la persona se vale 
de un menor que no ha cumplido dieciocho (18) años, o el 
bien objeto del delito es un vehículo de motor, se 
impondrá la pena en la mitad superior del intervalo 
previsto para los delitos graves de tercer grado.  
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Cuando en el curso del robo se le inflige daño físico a 
la víctima, o el robo ocurre en un edificio residencial 
ocupado donde esté la víctima, incurrirá en delito 
grave de segundo grado. (Énfasis suplido.) 

El tribunal podrá imponer también la pena de restitución. 

 
D 
 

Por su parte, pertinente a la controversia del caso, son los 

Artículos 5.04, 5.05 y 5.15 de la Ley de Armas, supra, 458c, 458d 

y 458n. El Artículo 5.04 de la Ley de Armas de Puerto Rico, 

supra, tipifica como delito lo siguiente: 

Toda persona que transporte cualquier arma de fuego o 
parte de ésta, sin tener una licencia de armas, o porte 
cualquier arma de fuego sin tener su correspondiente 
permiso para portar armas, incurrirá en delito grave y 
convicta que fuere, será sancionada con pena de 
reclusión por un término fijo de diez (10) años. De 
cometer cualquier otro delito estatuido mientras lleva a 
cabo la conducta descrita en este párrafo, no tendrá 
derecho a sentencia suspendida, a salir en libertad bajo 
palabra, o a disfrutar de los beneficios de algún programa 
de desvío, bonificaciones o alternativa a la reclusión 
reconocida en esta jurisdicción, debiendo cumplir en años 
naturales la totalidad de la pena impuesta. De mediar 
circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá 
ser aumentada hasta un máximo de veinte (20) años; de 
mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida 
hasta un mínimo de cinco (5) años. [25 LPRA sec. 458 
(c).]  

 

Por otro lado, el Artículo 5.05 de la ley de Armas, supra, 

reza como sigue: 

Toda persona que sin motivo justificado usare contra otra 
persona, o la [sic] sacare, mostrare o usare en la comisión 
de un delito o su tentativa, manoplas, blackjacks, 
cachiporras, estrellas de ninja, cuchillo, puñal, daga, 
espada, honda, bastón de estoque, arpón, faca, estilete, 
arma neumática, punzón, o cualquier instrumento similar 
que se considere como un arma blanca, incluyendo las 
hojas de navajas de afeitar de seguridad, garrotes y 
agujas hipodérmicas, o jeringuillas con agujas o 
instrumentos similares, incurrirá en delito grave y convicta 
que fuere, será sancionada con pena de reclusión por un 
término fijo de tres (3) años. De mediar circunstancias 
agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada 
hasta un máximo de seis (6) años; de mediar 
circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un 
mínimo de seis (6) meses y un (1) día. Las penas que 
aquí se establecen serán sin derecho a sentencia 
suspendida, a salir en libertad bajo palabra, o a disfrutar 
de los beneficios de algún programa de desvío, 
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bonificaciones o alternativas a la reclusión, reconocidas 
en esta jurisdicción, debiendo cumplir en años naturales 
la totalidad de la pena impuesta. 

Queda excluida de la aplicación de esta sección, toda 
persona que posea, porte o conduzca cualquiera de las 
armas aquí dispuestas en ocasión de su uso como 
instrumentos propios de un arte, deporte, profesión, 
ocupación, oficio o por condición de salud, incapacidad o 
indefensión. 

 
 El artículo 5.15 de la Ley de Armas, supra, dispone que la 

persona que dispare o apunte un arma:  

(a) Incurrirá en delito grave toda persona que, salvo en 

casos de defensa propia o de terceros o de 

actuaciones en el desempeño de funciones oficiales o 

de actividades legítimas de deportes, incluida la caza, 

o del ejercicio de la práctica de tiro en un club de tiro 

autorizado: 

(1) Voluntariamente dispare cualquier arma en un 

sitio público o en cualquier otro sitio, aunque no le 

cause daño a persona alguna, o 

(2) intencionalmente, aunque sin malicia, apunte 

hacia alguna persona con un arma, aunque no le 

cause daño a persona alguna. 

La pena de reclusión por la comisión de los delitos 
descritos en las cláusulas (1) y (2) anteriores, será por 
un término fijo de cinco (5) años. 

De mediar circunstancias agravantes, la pena 
establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de 
diez (10) años; de mediar circunstancias atenuantes, 
podrá ser reducida hasta un mínimo de un (1) año. 

Disponiéndose, que aquella persona que cometa el 
delito descrito en la cláusula (1) anterior, utilizando un 
arma de fuego y convicto que fuere, no tendrá derecho 
a sentencia suspendida, a salir en libertad bajo 
palabra, o a disfrutar de los beneficios de algún 
programa de desvío, bonificaciones o alternativa a la 
reclusión reconocida en esta jurisdicción, debiendo 
cumplir en años naturales la totalidad de la pena 
impuesta. 

Del mismo modo, cuando una persona cometa el delito 
descrito en la cláusula (2) anterior, utilizando un arma 
de fuego, mediando malicia y convicto que fuere, no 
tendrá derecho a sentencia suspendida, a salir en 
libertad bajo palabra o a disfrutar de los beneficios de 
algún programa de desvío, bonificaciones o alternativa 
a la reclusión reconocida en esta jurisdicción, 
debiendo cumplir en años naturales la totalidad de la 
pena impuesta. 

(b) Cuando una persona incurra en el delito establecido 

en el inciso (a)(1) de esta sección estando dentro de 

los límites de la finca o inmueble de otra persona, y el 
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precarista o poseedor material en virtud de algún título 

o derecho de dicha finca o inmueble, a su vez esté 

presente en dicha finca y sepa sobre la comisión del 

delito establecido en el inciso (a)(1) de esta sección, 

tendrá la obligación de alertar inmediatamente a la 

Policía sobre la comisión del delito establecido en el 

inciso (a)(1) de esta sección, so pena de una multa 

administrativa por la cantidad de mil dólares 

($1,000.00), salvo que concurran circunstancias que le 

impidan a dicho precarista o poseedor material alertar 

a la Policía inmediatamente. Disponiéndose, que en 

todo caso, dicho precarista o poseedor material deberá 

alertar a la Policía dentro de un término que no exceda 

de cuarenta y ocho (48) horas del momento en que se 

haya cometido el delito establecido en el inciso (a)(1) 

de esta sección. 

El Superintendente de la Policía deberá establecer 
mediante reglamento, todo lo relacionado a la 
notificación, análisis del caso e imposición de la multa 
que se dispone en el párrafo anterior. Dicho 
reglamento deberá proveer mecanismos para 
mantener la confidencialidad de la identidad del 
informante en aquellas circunstancias que así lo 
ameriten. 

La primera versión de este reglamento se regirá por 
las disposiciones de la sec. 2133 del Título 3, conocida 
como „Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme„. 

Para fines de este inciso, el término „precarista„ 
significará aquella persona que usa y disfruta 
gratuitamente de un bien inmueble, sin tener título 
para ello, por tolerancia o por inadvertencia del dueño. 

(c) Será culpable de delito grave con pena de reclusión 

por un término fijo de tres (3) años, toda persona que, 

salvo en casos de defensa propia o de terceros o de 

actuaciones en el desempeño de funciones oficiales o 

actividades legítimas de deportes, incluida la caza; 

actividades artísticas, actividades recreativas o 

deportivas legítimas, como por ejemplo el juego de 

gotcha, airsoft o las recreaciones históricas, incurra en 

cualquiera de los actos descritos anteriormente 

utilizando un arma neumática. De mediar 

circunstancias agravantes, la pena establecida podrá 

ser aumentada hasta un máximo de seis (6) años; de 

mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida 

hasta un mínimo de seis (6) meses y un (1) día. 

(d) Salvo en casos de defensa propia o de terceros, o de 
actuaciones en el desempeño de funciones oficiales, 
toda persona que disparare un arma de fuego desde 
un vehículo de motor, ya sea terrestre o acuático 
incurrirá en delito grave y convicta que fuere, le será 
impuesta una pena fija de veinte (20) años, sin 
derecho a sentencia suspendida, libertad bajo palabra, 
beneficios de programas de bonificaciones o desvío o 
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alternativa a reclusión. De mediar circunstancias 
agravantes, la pena podrá ser aumentada hasta un 
máximo de cuarenta (40) años; de mediar 
circunstancias atenuantes podrá ser reducida hasta un 
mínimo de diez (10) años. 

 

Así pues, los Arts. 5.04 y 5.15 de la Ley de Armas, supra, 

disponen que cuando medien circunstancias agravantes se podrá 

aumentar la pena hasta un máximo de 20 y 10 años, 

respectivamente. Por su parte el Artículo 7.03 de dicha Ley de 

Armas, supra, 460b, dispone lo siguiente: 

.          .            .            .          .            .            .          . 

Todas las penas de reclusión que se impongan bajo esta 
Ley serán cumplidas consecutivamente entre sí y 
consecutivamente con las impuestas bajo cualquier otra 
ley. Además, si la persona hubiere sido convicta 
anteriormente por cualquier violación a esta Ley o por 
cualquiera de los delitos especificados en el Artículo 2.11 
de esta Ley o usare un arma en la comisión de cualquier 
delito y como resultado de tal violación alguna persona 
sufriera daño físico o mental, la pena establecida para el 
delito se duplicará. 

 
Como puede colegirse de los artículos antes citados, la 

Asamblea Legislativa permitió la concurrencia de múltiples 

condenas y múltiples castigos por violaciones a la Ley de Armas 

de Puerto Rico y violaciones a otras disposiciones penales.  Las 

penas de dichas condenas habrán de cumplirse 

consecutivamente. 

Es meritorio reconocer que, en nuestro ordenamiento 

jurídico, poseer o portar un arma constituye una práctica 

altamente regulada por las autoridades estatales.  Pueblo v. Del 

Río, 113 DPR 684 (1982).  Según el Tribunal Supremo estableció 

en el caso de Pueblo v. Oquendo Quiñones, 79 DPR 542 (1956), 

existe una presunción rebatible de ilegalidad una vez se le imputa 

a un ciudadano la portación, posesión o uso de un arma de 

fuego, si éste no posee licencia expedida a tales efectos.  De no 
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ser rebatida dicha presunción, se justifica la determinación de 

culpabilidad por los delitos que se le imputan a tales efectos. 

D 

La Ley Núm. 183 de 29 de julio de 1998, mejor conocida 

como la Ley para la Compensación a Víctimas de Delito (Ley 

Núm. 183), 25 LPRA 981 et seq., fue aprobada con el fin de 

proveer servicios y asistencia a las víctimas del crimen. Esta 

legislación propone, además, autorizar y conceder el pago de una 

compensación a las víctimas de determinados delitos que como 

consecuencia directa de los delitos enumerados en dicho 

estatuto, sufran un daño corporal, enfermedad o la muerte.  

Para obtener los fondos necesarios para cumplir con la 

política pública de la Ley Núm. 183, supra, se añadió el Artículo 

49-C al Código Penal de 1974, supra, sec. 3214, y se estableció 

una pena especial. Posteriormente, mediante la Ley Núm. 195 de 

25 de agosto de 2000 se enmendó el Artículo 49-C del Código 

Penal disponer sobre dicha pena especial. Por su parte, la pena 

especial del Artículo 49-C se mantuvo en el Artículo 67 del 

Código Penal de 2004, supra, 4695. Dicho precepto dispone 

como sigue: 

Además de la pena que se impone por la comisión de un 
delito, el tribunal impondrá a todo convicto una pena 
especial equivalente a cien (100) dólares, por cada delito 
menos grave y trescientos (300) dólares por cada delito 
grave. La pena aquí dispuesta se pagará mediante los 
correspondientes sellos de rentas internas. Las 
cantidades así recaudadas ingresarán al Fondo Especial 
de Compensación a Víctimas de Delito. 
 

 A tenor con la norma antes discutida, estamos en posición 

de disponer del caso. 
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III 

En esencia, el señor Castro Acosta arguye que el foro 

primario incidió al dictar la Sentencia apelada, ya que, a su juicio, 

el Ministerio Público no demostró la existencia de los elementos 

de los delitos que le fueron imputados. Al mismo tiempo, sostuvo 

que la prueba ofrecida en su contra fue insuficiente para rebatir la 

presunción de inocencia que le asiste y que no se probó su 

culpabilidad más allá de duda razonable. De la misma forma, el 

apelante insistió en que el proceso de identificación de voz, en el 

cual participó, no satisfizo las exigencias reglamentarias, toda vez 

que no se utilizó una pieza de ropa para cubrir la boca de los 

participantes. A juicio de Castro Acosta, el foro primario erró al 

imponer sentencias consecutivas y al duplicar las penas bajo el 

Artículo 7.03 de la Ley de Armas, supra, en violación a sus 

derechos constitucionales. No le asiste la razón. 

En primer término, coincidimos con la Procuradora General 

en que el apelante no discutió los señalamientos de error 8 (en el 

cual alegó que la investigación fue inadecuada); 11 (en el cual 

sostuvo que erró el foro de origen al imponer sentencias 

consecutivas); 13 (en el cual le imputó parcialidad al juzgador de 

hechos), y el 14 (en el cual afirmó que la suma de todos los 

errores cometidos en el juicio en su contra ameritaban la 

concesión de un nuevo juicio).  Por lo tanto, no nos estaremos 

expresando sobre éstos. En cuanto al resto de los señalamientos 

de error, los discutiremos conjuntamente, por estar 

estrechamente vinculados entre sí.  Veamos.  

Según surge de la transcripción de la prueba oral, la señora 

Velázquez Soto, manifestó que el día de los hechos se 
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encontraba con sus hijos, Karla Alago y Michael Alago; su 

esposo, y su sobrina, quien los visitaba en la residencia de 

éstos
3
. Velázquez Soto sostuvo que, luego de cenar en familia, se 

disponía a llevar a su sobrina a su casa y a ir a Wal-Mart a 

realizar unas compras. Su esposo e hijo declinaron 

acompañarlas. 

Velázquez Soto indicó que, a su regreso a su casa, 

aproximadamente a las 8:00 u 8:20 de la noche
4
, se percató de 

que muchas luces de la misma estaban encendidas y la puerta 

abierta
5
. A su vez, sostuvo que Karla Alago, tenía mucho interés 

en bajarse pronto del vehículo, pues deseaba ver un programa 

que televisaban
6
. Por lo tanto, esta última se bajó rápido del 

vehículo y Velázquez Soto se demoró un poco en lo que bajaba 

las compras de su vehículo
7
, el cual había estacionado al lado 

izquierdo de la marquesina
8
. Por lo tanto, se tardó en entrar a su 

residencia
9
.   

Velázquez Soto entró a su residencia y colocó los paquetes 

de sus compras en la mesa del comedor
10

.  Entonces escuchó a 

su hija, Karla Alago, bien alterada y su voz provenía del “family”
11

. 

Por lo tanto, Velázquez Soto relató que terminó de poner los 

paquetes en la mesa y se dirigió al “family” para ver que estaba 

pasando
12

. Al entrar, indicó que vio a su esposo e hijos en el 

                                                 
3
 Véanse, las página 15 a 16 de la transcripción de la prueba oral de la continuación de 
la vista en su fondo del 24 de febrero de 2015. 

4
 Id., a la página 17. 

5
 Id.  

6
 Id., a la página 21. 

7
 Id., a la página 22. 

8
 Id., a la página 29. 

9
 Id., a la página 30. 

10
 Id., a la página 34. 

11
 Id., a la página 35. 

12
 Id., a la página 36. 
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piso
13

, pegados uno de otros
14

. En ese momento sintió algo 

detrás de ella y alguien la empujó y ella cayó en el sofá
15

. 

Velázquez Soto relató que vio una persona de tez negra, que 

vestía un pantalón mahón corto debajo de la rodilla, llevaba una 

camisa color negro en la cara y un chuchillo en la mano
16

. Según 

la testigo, la ropa con la que se cubría el individuo dejaba al 

descubierto la nariz y los ojos y ella los pudo observar
17

. Luego 

vio a otra persona dentro del “family”, más corpulenta que el 

primero, también con su rostro cubierto; vestía un pantalón corto 

color negro y camisa negra
18

 y tenía un arma en sus manos
19

.  

Según Velázquez Soto, al ella caer al suelo, Karla Alago 

comenzó a gritar y uno de los individuos expresó lo siguiente: 

“[c]állala porque voy a “jartar” a todo el mundo a tiro; cállala”
20

. 

Velázquez Soto manifestó que vio a su esposo descontrolado
21

 y 

que ella procedió a concentrarse en algunos detalles de los 

asaltantes.  En un momento dado, el que tenía el pantalón negro 

le pidió que le entregara las pantallas que llevaba puestas
22

. 

También le pidió la cartera que ella todavía cargaba
23

. Velázquez 

Soto afirmó que en ese momento, el individuo procedió a sacudir 

la cartera para vaciarla y se le soltó el nudo de la camisa que 

tenía amarrada en la cabeza; dijo “lo que es „aborrecio‟ de esta 

mierda, puñeta”, y procedió a taparse nuevamente la cara
24

.  

                                                 
13

 Id., a la página 37. 
14

 Id., a la página 46. 
15

 Id., a la página 47. 
16

 Id., a la página 48. 
17

 Id., a la página 49. 
18

 Id., a la página 51. 
19

 Id., a la página 59. 
20

 Id., a la página 52. 
21

 Id., a la página 54. 
22

 Id. 
23

 Id., a la página 55. 
24

 Id. 
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Posteriormente, según Velázquez Soto, cuando finalizó el 

asalto, ambos hombres se hicieron un gesto como para irse. 

Velázquez Soto escuchó que la puerta de “screen” de la cocina 

se cerró
25

. Velázquez Soto sostuvo que en ese momento 

entendió que los asaltantes se habían ido de la casa y salió hasta 

la marquesina y vio a los dos (2) individuos, que estaban uno (1) 

en el portón afuera de la casa y el otro en el patio de la casa
26

. 

Cuando la vieron, hicieron amague de regresar, pero se fueron 

corriendo
27

. En ese momento, el que hizo el amague de regresar 

ya no tenía la cara cubierta y ella lo vio claramente
28

. 

Velázquez Soto le gritaba a los vecinos para que los 

ayudaran y procedió a montarse en su vehículo e intentó 

perseguir a los que los asaltaron
29

. Al no encontrar a nadie, 

regresó a su casa.  Cuando llegó a la misma, Velázquez Soto 

indicó que ya estaba allí la Policía y una ambulancia con personal 

que atendía a sus hijos
30

. Además, indicó que realizaron un 

inventario de las pertenencias que le fueron robadas, entre las 

cuales estaban dinero en efectivo y reloj que tenía su esposo; un 

“play station”, y varias prendas
31

. Más tarde en la noche, unos 

agentes se presentaron en el hogar y el esposo de Velázquez 

Soto les indicó que ya no valía la pena tomar huellas dactilares, y 

que ya se había hecho un inventario de las pertenencias
32

.  

Eventualmente, el agente Maldonado Velázquez se 

comunicó con ella para que acudiera a la Comandancia de 

                                                 
25

 Id., a la página 65. 
26

 Id., a la página 66. 
27

 Id., a la página 69. 
28

 Id., a la página 73. 
29

 Id., a la página 74. 
30

 Id., a la página 76. 
31

 Id., a la página 77. 
32

 Id., a la página 78. 
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Humacao (Comandancia), para un “line up” de voz
33

. El día en el 

cual se realizó el proceso de identificación por voz Velázquez 

Soto acudió a la Comandancia con sus dos hijos
34

. En cuanto al 

proceso del “line up”, Velázquez Soto afirmó que ella fue la 

primera que se sometió al procedimiento
35

, en el cual cinco (5) 

personas leyeron cuatro (4) frases
36

 y que logró identificar la voz 

del apelante
37

. Velázquez Soto indicó que ella no vio a los 

participantes
38

 Además, aseguró que las frases leídas por los 

participantes eran distintas a las pronunciadas en el asalto
39

. 

Velázquez Soto sostuvo que tan pronto el primer participante leyó 

las frases ella le reconoció la voz
40

. Sin embargo, le pidió al 

agente Maldonado volver a escuchar al primer y al tercer 

participante, para asegurarse de que era la voz del asaltante en 

cuestión
41

. En esa segunda ronda, la apelante identificó 

finalmente al primer participante, que resultó ser Castro Acosta
42

. 

Luego la condujeron a una oficina aparte, pues era el turno de 

sus hijos. Velázquez Soto aclaró que la persona que identificó por 

voz fue al asaltante que portaba el arma y por foto al que portaba 

el cuchillo
43

.  

De otra parte, testificó el agente Maldonado Velázquez, 

quien trabajaba en la división de robos de la Policía a la fecha de 

los hechos
44

. Según relató el agente Maldonado Velázquez, como 

parte de su encomienda, Maldonado Velázquez entrevistó a 

                                                 
33

 Id., a la página 83 y 85. 
34

 Id., a la página 85. 
35

 Id., a la página 86. 
36

 Id., a la página 88. 
37

 Id., a la página 87. 
38

 Id., a la página 89. 
39

 Id., a la página 91. 
40

 Id., a la página 90. 
41

 Id., a la página 92. 
42

 Id., a la página 94. 
43

 Id., a la página 104 y 105. 
44

 Véase, la página 148 de la transcripción de la prueba oral de la continuación de la 
vista en su fondo del 25 de febrero de 2015. 
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Velázquez Soto, quien le narró los eventos
45

. El agente 

Maldonado Velázquez indicó que Velázquez Soto le describió al 

apelante y a su acompañante
46

. Además, Maldonado Velázquez 

indicó que en la Comandancia se recibió una información 

anónima en la cual vinculaban a Castro Acosta, con los hechos 

del caso
47

. Por lo tanto, citó al apelante para que compareciera a 

la Comandancia.  A juicio del algente Maldonado Velázquez, 

Castro Acosta tenía unas características similares a las ofrecidas 

por la señora Velázquez Soto, como el color de piel; una pantalla 

en la ceja izquierda; el tono de voz pesada
48

. Por lo tanto, le 

propuso realizar un “line up” de voz, a lo que él accedió
49

. 

Maldonado Velázquez relató que las personas elegidas repitieron 

cuatro (4) frases similares a las palabras que los asaltantes 

pronunciaron en el robo
50

. También indicó que los testigos no 

vieron a los participantes de la rueda de identificación por voz y 

que los separaba una pared. El testigo indicó que cuando terminó 

el “line up” de voz le preguntó a la señora Velázquez Soto si 

reconoció la voz de alguno y ella le solicitó escuchar nuevamente 

al participante número (1) y al número tres (3)
51

. Por lo tanto, 

repitieron el “line up” con todos los participantes y Velázquez Soto 

identificó al participante número uno (1), que correspondía a la 

voz de Castro Acosta
52

. El agente Maldonado Velázquez indicó 

que luego se condujo a Velázquez Soto a una oficina separada, 

donde no tenía contacto con los participantes del “line up” ni con 

                                                 
45

 Id., a la página 151. 
46

 Id., a las páginas 152 y 153. 
47

 Id., a la página 172. 
48

 Id., a la página 175. 
49

 Id., a la página 176. 
50

 Id., a las páginas 180 y 181. 
51

 Id., a las páginas 182 y 183. 
52

 Id., a la página 184. 
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sus hijos
53

. Posteriormente, el agente Maldonado Velázquez 

indicó que en el “line up” de Karla Alago, quien también solicitó 

repetir el “line up” y como resultado identificó a Castro Acosta
54

. 

Finalmente, realizó el “line up” con Michael Anthony, quien no 

pudo identificar ninguna de las voces
55

. Maldonado Velázquez 

aseguró que preparó un acta del proceso de identificación del 

aquí apelante, una vez finalizado dicho proceso. 

El agente Maldonado Velázquez sostuvo que el difunto 

describió la voz del asaltante que portaba un arma, que luego fue 

identificado como Castro Acosta por las víctimas, como una 

persona que tenía dificultad al hablar, pues según el occiso, el 

apelante tenía frenillo
56

. No obstante, manifestó que el no 

entrevistó al occiso en vida
57

 ni Velázquez Soto le indicó que uno 

de los asaltantes tuviera frenillo, por lo que no se utilizó como 

elemento para la identificación
58

. El agente Maldonado Velázquez 

aceptó que el “line up” de este caso fue el primero que realizó y 

que no había recibido adiestramiento para ello
59

. Igualmente, 

reconoció que tampoco se le tapó la boca a los participantes de la 

rueda de identificación por voz, de conformidad con las 

descripciones brindadas por Velázquez Soto
60

. El agente 

Maldonado Velázquez aseguró que le realizó las advertencias a 

Castro Acosta, previo al “line up”
61

.  

El joven Michael Alago testificó que, el día de los hechos, 

entre las 7:50 y 8:10 de la noche, mientras él estaba en la 

                                                 
53

 Id., a la página 185. 
54

 Id., a las páginas 187 y 188. 
55

 Id., a la página 189. 
56

Véase, la página 296 de la transcripción de la prueba oral de la continuación de la vista 
en su fondo del 2 de marzo de 2015. 

57
 Id., a la página 337. 

58
 Id., a la página 297. 

59
 Id., a la página 313. 

60
 Id., a la página 315. 

61
 Id., a la página 327. 
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computadora del “family” de la residencia de sus padres, el perro 

comenzó a ladrar
62

.  Su padre se encontraba viendo televisión en 

el cuarto que queda junto al “family”
63

. Su padre se paró del 

cuarto para regañar al perro y cuando regresó al cuarto, a los dos 

(2) minutos aproximadamente, entraron dos (2) individuos
64

. 

Según Michael Alago, uno de ellos tenía una pistola en su mano y 

otro un cuchillo. El joven narró que el individuo que portaba el 

arma les dijo que se tiraran al piso y que le enseñaran donde 

estaban las cosas porque si no le empezarían a “tirar tiros a lo 

loco”
65

. Michael Alago indicó que se tiró al piso y su papá se tiró 

encima de él
66

. Según relató, mientras él y su padre estaban en el 

piso los asaltantes continuaban prendiendo y apagando luces y 

saliendo del cuarto y les preguntaban donde estaban las cosas y 

les amenazaban con matarlos
67

.  

Michael Alago manifestó que luego de aproximadamente 40 

minutos, escuchó el vehículo de su madre entrar a la residencia
68

. 

Cuando su hermana entró al cuarto comenzó a gritar y el 

asaltante que tenía la pistola le decía que se callara la boca 

porque si no iba a tirar tiros a lo loco
69

. Los asaltantes tiraron a su 

hermana al piso. Luego, su madre entró al cuarto y el asaltante 

que tenía el cuchillo la tiró al piso y la despojó de sus prendas
70

.  

Cuando los asaltantes se fueron, Michael Alago indicó que 

él y sus familiares se quedaron tirados en el piso y que llamaron 

                                                 
62

 Id., a la página 351. 
63

 Id., a la página 352. 
64

 Id. 
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 Id., a la página 353. 
66

 Id., a la página 354. 
67

 Id., a la página 355. 
68

 Id. 
69

 Id., a la página 356. 
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al 9-1-1 del celular de su hermana
71

. Su mamá salió a 

perseguirlos
72

. Michael Anthony manifestó que quien portaba el 

arma era de tez negra, más “husky”, con voz pesada y tenía un 

pantalón color negro y una pantalla en la ceja izquierda
73

.  

Por su parte, Karla Alago relató que cuando llegó con su 

madre de hacer compras y entró a su residencia, vio el cuarto de 

su hermano y el de ella regados y luego miró hacia el cuarto de 

sus padres y al “family” y vio a su padre y su hermano tirados en 

el piso y dos individuos con los rostros cubiertos
74

. Al verlos, 

Karla Alago indicó que no pudo contener los nervios y comenzó a 

gritar y su padre trató de calmarla
75

. La joven indicó que el agente 

Maldonado Velázquez estuvo a cargo de un “line up” de voz, en 

el cual manifestó haber escuchado la misma voz que escuchó el 

día de los hechos
76

. Además, indicó que solicitó que le repitieran 

el “line up” una segunda vez y al volver a escuchar no tuvo duda 

e identificó a Castro Acosta como uno de los asaltantes
77

.  

Como puede colegirse, las versiones de los testigos del 

Ministerio Público son consistentes entre sí. Además, en el 

tiempo que duró el robo domiciliario, las víctimas tuvieron amplia 

oportunidad de percibir la voz de Castro Acosta mientras los 

amenazaba e intimidaba. Asimismo, el método utilizado para la 

identificación del acusado fue uno razonable y válido, dada las 

circunstancias del caso.  

                                                 
71

 Id. 
72

 Id., a la página 357. 
73

 Id., a la página 359. 
74

 Id., a la página 371. 
75

 Id., a la página 372. 
76
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en su fondo del 4 de marzo de 2015. 
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Es decir, en virtud de que el apelante tenía su rostro 

cubierto parcialmente, opinamos que el método idóneo de 

identificación era por la voz. Debemos resaltar que ni Velázquez 

Soto ni Alago Velázquez se comunicaron entre sí, ni observaron a 

los participantes durante la rueda de identificación por voz, lo que 

le brinda mayor validez al proceso impugnado por Castro Acosta. 

De igual forma, enfatizamos en que, a satisfacción y juicio del 

foro primario, en la rueda de identificación por voz no fueron 

utilizadas frases o palabras enunciadas por el acusado mientras 

cometía el delito.  

En cuanto al hecho de que los participantes de la rueda de 

identificación no se les puso una pieza de ropa en la boca, 

simulando las circunstancias en las cuales se perpetraron los 

delitos, entendemos que ello, de por sí, no invalida la 

identificación realizada por las víctimas de los actos que le fueron 

imputados a Castro Acosta. Coincidimos con el foro primario en 

que el hecho de que los participantes de la rueda de identificación 

de voz y los testigos estuvieron separados por una pared es 

suficiente garantía de confiabilidad en el proceso de identificación 

de Castro Acosta.  

Surge del expediente apelativo que los testigos no tuvieron 

contacto ni vieron a los participantes de la rueda de identificación 

por voz, ni tuvieron contacto entre ellos mientras se hacían los 

“line ups”. Dicho procedimiento fue grabado y se utilizaron 

palabras similares a las pronunciadas durante la comisión del 

asalto. Además, durante la comisión del mismo, según la prueba 

que estuvo ante el foro primario, se demostró que las víctimas 

tuvieron amplia oportunidad de escuchar la voz del aquí apelante. 
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Por lo tanto, ello les permitió identificar a Castro Acosta como el 

asaltante que portaba el arma con la cual los miembros de la 

familia Alago Velázquez fueron amenazados e intimidados. Al 

mismo tiempo, la colaboración de los testigos con el 

esclarecimiento del crimen fue bien cercana a la fecha en la cual 

ocurrieron los hechos, por lo que aún tenían fresco en su mente 

el recuerdo de la voz del aquí apelante.   

Como discutiéramos anteriormente, las reglas de 

identificación se aplican con gran flexibilidad.  Debemos hacer 

hincapié en que del expediente apelativo no se desprende 

evidencia de que se acusara y se condenara a la persona 

incorrecta en el caso de autos. A su vez, no tenemos evidencia 

de irregularidades que afectasen sustancial e irremediablemente 

los derechos del apelante en el proceso de identificación.  Así las 

cosas, el juzgador de hechos concluyó que la prueba de 

identificación del apelante fue confiable, por lo que le mereció 

confiabilidad. Por cuanto, considerando la totalidad de las 

circunstancias y aplicando las reglas de identificación con la 

flexibilidad que se nos exige, estamos convencidos de que no se 

cometió error en la identificación del apelante.  

De otra parte, entendemos que el Ministerio Público probó 

la culpabilidad de Castro Acosta más allá de duda razonable.  En 

cuanto a lo anterior, entendemos que al descargar su obligación, 

el Ministerio Público presentó prueba sobre los elementos del 

delito de robo agravado. Además, concluimos que dicha prueba 

fue satisfactoria a juicio del juzgador de hechos y a nuestro juicio. 

En consideración a lo anterior y luego de un sosegado y 



 
 
 
KLAN201500928 
    

 

31 

minucioso análisis del expediente del caso, concluimos que se 

rebatió la presunción de inocencia que le asiste a Castro Acosta.  

En cuanto a la duplicidad de las penas, es importante 

recordar que el Artículo 7.03 de la Ley de Armas, supra, dispone 

de forma mandatoria el agravamiento de las mismas.  La pena 

será consecutiva y agravada al doble cuando se utiliza un arma 

blanca o de fuego en la comisión de un delito y tenga como 

resultado de la violación un daño físico o mental.  Además, dicho 

Artículo 7.03, supra, limita la discreción del juzgador de hechos y 

su facultad para imponer las penas.  Así, todo convicto bajo dicha 

Ley deberá cumplir sus penas de manera consecutiva entre sí 

con las penas impuestas bajo cualquier otro estatuto.  Cónsono 

con lo anterior, el foro primario no tiene potestad para imponer en 

estos casos la concurrencia de las penas en virtud del principio 

de especialidad.   

Luego de un concienzudo análisis y a la luz de todo lo 

antes discutido, concluimos que, al emitir su sentencia, conforme 

a lo dispuesto en el Artículo 7.03 de la Ley de Armas, supra, el 

tribunal sentenciador venía obligado a doblar la pena fija de los 

Artículos 5.04 y 5.15 de la Ley de Armas, supra, por los cuales el 

apelante fue declarado culpable.  Además, como ya hemos 

señalado, el Art. 7.03 de la Ley de Armas, supra, dispone que 

“[t]odas las penas de reclusión que se impongan bajo [esta Ley] 

serán cumplidas consecutivamente entre sí y consecutivamente 

con las dispuestas bajo cualquier otra ley.”  Por lo tanto, el foro 

primario actuó conforme a Derecho al imponer el cumplimiento de 

las penas bajo la Ley de Armas de manera consecutiva entre sí y 

entre las penas impuestas bajo el Código Penal de 2004, supra.  
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De conformidad con lo discutido previamente sobre el 

Artículo 67 del Código Penal de 2004, supra, el foro primario 

carece de facultad para eximir a todo convicto del pago de la 

pena especial dispuesta bajo dicho Artículo.  Es decir, el Tribunal 

de Primera Instancia está obligado a imponer dicha pena a todo 

convicto de delito grave.  En su consecuencia, el tribunal 

sentenciador actuó conforme a derecho.  Así las cosas, y luego 

de haber examinado y analizado minuciosamente la transcripción 

de la prueba oral que nos fuera sometida, resolvemos que el 

tribunal sentenciador no cometió los errores señalados. 

Es decir, opinamos que el Ministerio Público presentó la 

prueba correspondiente y estableció los elementos del delito y la 

conexión del apelante con los hechos que le fueron imputados, 

más allá de duda razonable. En consideración a la deferencia que 

le debemos al foro primario en cuanto a la valoración y peso que 

le impartió a la prueba, y en ausencia de error manifiesto, pasión, 

prejuicio o parcialidad, procede confirmar el dictamen apelado. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se CONFIRMA el 

dictamen apelado. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 
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